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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación impetrada contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira  el día diez (10) de agosto del presente año, a propósito de la acción de tutela promovida por el ciudadano LUIS EDUARDO MOLINA SÁNCHEZ en contra del Departamento de Pensiones del Instituto de los Seguros Sociales. 

2.- HECHOS

Manifiesta el actor:

- Se le reconoció pensión por parte del Seguro Social a partir del veinticuatro (24) de enero de dos mil tres (2003), por valor de $1.270.506 y posteriormente, se le concedió un retroactivo por $508.202, por medio de resolución del trece (13) de agosto de dos mil cuatro (2004) al aclararse su fecha de nacimiento.

- Por parte del Seguro se le informó que los períodos comprendidos entre el 01-01-1967 y 06-06-1967, 25-11-1973 a 08-01-1976, 09-01-1976 y 01-03-1977; aparecían en mora. Además, en el lapso comprendido entre el 07-06-1967 y 24-11-1973 no aparecían reportadas las semanas cotizadas ni siquiera en mora, cuando durante ese tiempo laboró en la agencia del Banco de Colombia en el municipio de Versalles, que a su vez, dependía de la sucursal de Roldadillo (Valle), de lo cual tiene las certificaciones donde consta que ingresó a laborar el dieciséis (16) de noviembre de mil novecientos sesenta y tres (1963) y su retiro se produjo el primero (1º) de marzo de mil novecientos setenta y siete (1977).

- Hechas las respectivas solicitudes al Banco de Colombia se le contestó que era el Seguro Social el que debía tramitar las inconsistencias, por conservar las informaciones y ser el único que podía aplicar correcciones a la historia laboral.

- El diecisiete (17) de mayo de dos mil cinco (2005) radicó derecho de petición en el ISS mediante el cual solicitó se validaran los tiempos que figuran en deuda, se aclararan los que no figuraban ni siquiera en mora, pero que fueron laborados y cotizados; y que se procediera a hacer la respectiva reliquidación tanto en el monto final de la pensión de vejez como en el retroactivo correspondiente. Dijo también que una petición similar, ya había sido efectuada desde el trece (13) de enero de dos mil cuatro (2004).

3.- DEMANDA

A juicio del demandante, el Instituto de los Seguros Sociales le ha vulnerado sus derechos de petición, al debido proceso, a la igualdad y la protección de la tercera edad, al no darle respuesta oportuna a su petición, ya que tuvo la paciencia para esperar quince (15) meses a pesar de saber que se le estaba vulnerando un derecho constitucional; y al haber transcurrido más de dos meses y medio desde el último intento, recurría al Juez Constitucional para que salvaguardara y obligara a respetar sus garantías.

Aportó jurisprudencia atinente a los plazos para resolver solicitudes relacionadas con el reconocimiento de la pensión, aportó los documentos en los cuales respaldaba lo por él manifestado y pidió que se ordenara al Seguro Social validar con Bancolombia los lapsos que figuran en deuda y lo están perjudicando. También que se procediera de manera inmediata a realizar el correspondiente ajuste tanto en el monto final de la pensión de vejez como en el retroactivo correspondiente.

4.- CONTESTACIÓN 

La Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del I.S.S. al ejercitar su derecho de defensa y contradicción, hizo referencia al contenido del artículo 4º de la Ley 700 de 2001 que establece un término de cuatro (4) meses para resolver la solicitud de pensión y dos (2) meses más para que se efectúe el pago si a ello hubiere lugar. Adujo que el Seguro estaba realizando los trámites pertinentes y para esa fecha, no se había agotado el plazo que tenía para resolver la petición.

De otro lado, explicó que el accionante tenía la calidad de pensionado y estaba protegido por el Sistema General de Salud, por tanto no había afectación del derecho a la vida, toda vez que el valor que se le giraba mensualmente era el producto de la liquidación hecha con apego a las normas legales y no era un valor fijado por capricho de la entidad accionada.

Solicitó que se denegara la acción impetrada.

5.- FALLO

El señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en su providencia, hizo algunas consideraciones generales en torno a la acción de tutela y su conducencia para la protección de derechos fundamentales, siempre y cuando no existiera otro medio de defensa judicial, por ser su naturaleza esencialmente subsidiaria.

Dedujo que del contexto de la solicitud y de los documentos allegados, se concluía que la pretensión del actor era la reliquidación de la pensión de vejez de acuerdo con las inconsistencias presentadas, lo cual originó la radicación del derecho de petición el día diecisiete (17) de mayo de este año.  Lo solicitado no podía ser decidido por el Juez de tutela porque constituía un asunto netamente laboral que debería ser resuelto mediante un proceso ordinario, donde se debatiera la materia previo agotamiento del trámite procesal respectivo y con la recepción de las pruebas que permitieran una decisión más depurada. En otras palabras, existía otro medio de defensa judicial y por tanto, no sería conveniente que una controversia de orden legal fuera resuelta por este mecanismo.

En lo que hacía con el derecho de petición sí consideró que era necesario que se pudiera exigir una contestación oportuna, ya que las dilaciones indebidas en la tramitación y respuesta de una solicitud, constituían una vulneración de este derecho fundamental. En el caso particular, el tutelante había aportado todos los documentos  sin que a la fecha de presentación de la acción se produjera una respuesta por parte de la entidad demandada. Sin embargo, tuvo en cuenta que para el momento de proferirse la decisión en esa instancia, no habían transcurrido los cuatro (4) meses que tenía toda sociedad administradora de fondos -el Seguro incluido- y por ende, tal como lo expresara el representante del Seguro Social, todavía se encontraban dentro del término establecido en la ley para resolver.

Concluyó entonces, que no se presentaba vulneración de derecho fundamental alguno y en consecuencia, negó el amparo deprecado.

6.- IMPUGNACIÓN 

Al ser notificado el actor, consignó por escrito que apelaba sin aportar las razones por las cuales quería acudir a la segunda instancia.

7.- SE CONSIDERA

Existe competencia para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo emitido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y 1º del decreto 1382 de 2000. 

A pesar de no manifestarse en concreto con qué parte de la decisión del señor Juez no se está de acuerdo, ello no es óbice para que la Sala emprenda el estudio de lo actuado y verifique si en verdad se dio o no vulneración de derechos fundamentales en el presente evento.

Se dirá entonces, que en lo que respecta a la orden para que se reajuste la pensión y se pague el retroactivo pertinente, concuerda la Sala con el criterio del señor Juez de primer grado, en el entendido de ser asunto que debe ser resuelto por el Seguro Social con base en la información interna que maneje y aún, en los documentos que ha aportado el actor. Una vez se realice el pronunciamiento pertinente, el mismo es susceptible de la interposición de los recursos legales en caso de no quedar conforme con lo allí decidido; igualmente, puede ser materia de debate ante el Juez natural competente dentro del proceso correspondiente que asegure la debida confrontación y controversia de los medios probatorios aducidos por las partes.

Significa lo anterior, como acertadamente se concluyó en el fallo impugnado, que una decisión como la que se pide, escapa a la esfera de competencia del Juez en sede de tutela, que valga la pena decirlo, tampoco podría hacer un pronunciamiento de fondo por la premura de los términos que se manejan en este tipo de actuaciones, con lo cual no se podría dar el necesario debate probatorio al que en antes se hiciera mención. En este particular tópico, no resulta procedente el mecanismo de protección constitucional. Lo anterior, obviamente, es la regla general, pues evidentemente existen otras situaciones de hecho apremiantes que pueden constituir lo que se ha dado en llamar “vías de hecho administrativas” (que no es propiamente lo que aquí ha ocurrido) y acerca de las cuales sí procede la injerencia del Juez Constitucional en un asunto que se encuentra asignado a la esfera o potestad de la autoridad Administrativa, por violar flagrantemente un derecho fundamental.

No obstante, la situación fáctica que en su momento sirvió al señor Juez de primer grado para negarse a tutelar el derecho de petición ha cambiado por el transcurso del tiempo y, hoy por hoy, se observa que el plazo de cuatro (4) meses que la entidad accionada tenía para contestar la solicitud hecha por el señor MOLINA SÁNCHEZ, ha fenecido. En efecto, si se tiene en cuenta que el derecho de petición fue radicado en el Seguro Social el pasado diecisiete (17) de mayo de dos mil cinco (2005), necesariamente debe colegirse que los cuatro (4) meses de que habla la norma vencieron el diecisiete (17) de septiembre próximo pasado.

Pero además, mientras se analizaba por parte de los integrantes de la Sala, el presente asunto, se allegó constancia en el sentido que hecha la consulta directamente al Departamento de Pensiones del Seguro Social, se manifestó que todavía no se había proferido el acto administrativo pertinente pero que seguramente se emitiría esta misma semana.

En esos términos, es procedente hacer referencia a que el derecho de Petición consagrado en  el art. 23 de la Constitución Nacional, tiene por objetivo garantizar a las personas dentro de un término previamente definido, una decisión de fondo que le permita, por ejemplo, establecer una estrategia a seguir. Al respecto ha dicho la jurisprudencia: 

La garantía de que se trata se satisface sólo con respuestas. Las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. En el marco del derecho de petición, "sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado"

Con esa introducción, debe esta Colegiatura ratificar los argumentos del señor Juez de primera instancia cuando denegó el amparo al derecho de petición, porque en ese momento la realidad procesal no permitía tomar una decisión distinta. Empero, a la hora de ahora, queda suficientemente evidenciado que en verdad se presenta una infracción al derecho de petición por parte del Seguro Social al no haber dado oportuna respuesta a la pretensión del petente y por ello, se impone por parte de esta Sala en su rol de Juez Constitucional hacer cesar tal vulneración.

Corolario, se tutelará la garantía de protección en  cabeza del señor LUIS EDUARDO MOLINA SÁNCHEZ y en consecuencia, se ordenará a la Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda que en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación del presente fallo, proceda a emitir el acto administrativo mediante el cual se dé respuesta a la solicitud elevada por el actor.

Como de todas maneras, existe la posibilidad de que en la resolución a proferir, se reconozca algún reajuste a la pensión del accionante, desde ya se dispone que si ese fuere el caso, la inclusión en nómina y pago de tal modificación deberá hacerse dentro del término legal establecido para ello, es decir, dos (2) meses a partir del proferimiento del acto administrativo.

Lo anterior, no significa que esta Sala esté determinando cuál debe ser el sentido de la decisión a tomar por parte del Seguro, simplemente ante la factibilidad de que la misma sea favorable a los intereses del señor MOLINA SÁNCHEZ, se hace eco de lo por él solicitado en el escrito de tutela, para evitar una mayor tardanza en la definición del asunto objeto de análisis. 

8.- DECISIÓN FINAL 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la decisión proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, no por que no haya habido acierto en dicho fallo, sino porque la situación fáctica presente es diferente a la que existía al momento de dictarse la sentencia de primera instancia

SEGUNDO:  SE TUTELA el derecho de petición en cabeza del señor LUIS EDUARDO MOLINA SÁNCHEZ y subsiguientemente, se ordena a la Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda, que en el improrrogable plazo de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del momento de notificación del presente fallo, proceda a emitir el acto administrativo que dé respuesta a la solicitud elevada por el actor, respecto de la reliquidación de su pensión. En caso de ser favorable tal decisión a los intereses del actor, la inclusión en nómina del reajuste y su pago, deberán hacerse dentro del término que la ley establece para ello, es decir, dos (2) meses contabilizados desde la fecha en que se produzca la resolución correspondiente.

TERCERO: Una vez ejecutoriada esta providencia, se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO                  

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
� Corte Constitucional. Sentencias T 198 y T 1774 de 2000. 
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